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NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/Ascenso en el escalafón docente/ Hubo caducidad de la acción/Revoca sentencia del a quo. 
Conforme a lo indicado en precedencia, evidencia la Sala que desde el mismo momento que el actor  conoció el oficio No. 22818 de 25 de julio de 2005 por el cual la Secretaría de Educación Municipal dio respuesta a la solicitud de ascenso al grado 14 del escalafón  docente -petición radicada el 2 de enero de 2002-  ya era conocedor de la posición asumida por la administración en el sentido de que -a su juicio- no cumplía con los requisitos para atender favorablemente la solicitud de ascenso, respuesta negativa que fue reiterada mediante oficio No. 24462 de 5 de agosto de 2005;  por lo que es forzoso concluir que era en ese momento y frente a dichos actos que debió interponer los recursos necesarios en la vía gubernativa y/o la respectiva demanda contencioso administrativa, para atacar la decisión que le negaba el ascenso deprecado.

Siendo la caducidad de la acción un instrumento que salvaguarda la seguridad jurídica y la estabilidad de las relaciones entre individuos, y entre éstos y el Estado, es que se han establecido legalmente términos para racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las situaciones adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial; luego, entonces, dada la especial naturaleza de la figura procesal de la caducidad de la acción, se puede concluir que de no observarse al de la admisión de la demanda, pero evidenciada al momento de proferir sentencia, deberá ser declarada sin que haya lugar a limitaciones.

Así las cosas, la Sala procederá a revocar la sentencia apelada, para en su lugar declarar probada de oficio la excepción de caducidad de la acción.
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SENTENCIA No.

I.  OBJETO A DECIDIR
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la Sentencia de 5 de diciembre de 2011 proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, por medio de la cual se declaró la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda y, en consecuencia, se inhibió para pronunciarse de fondo.
II. ANTECEDENTES

2.1. La demanda

ALVARO RAUL GUACA CIFUENTES, por intermedio de apoderado y en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho instaurada en contra del MUNICIPIO DE POPAYÁN, pretende se declare la nulidad del oficio No. 42965 de 16 de noviembre de 2006 proferido por la Secretaria de Educación, por el cual se le negó el  derecho a ascender al grado 14 en el escalafón nacional docente.

Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho, solicitó:

“2.3. Que una vez se expida el acto administrativo correspondiente, se ordene a título de restablecimiento del derecho, el pago del costo acumulado del ascenso, el cual corresponde al período comprendido desde el cumplimiento de los requisitos para ascender al escalafón reclamado (grado 14º) en adelante.
2.4. Que se ordene el cumplimiento de la sentencia dentro del término establecido por el artículo 176 y con los ajustes contemplados en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo.

2.4 (sic) Condénese en costas a la parte demandada”

2.2. Los hechos

Se refiere que mediante Resolución No. 3572 del 9 de diciembre de 1999  la Junta Seccional de Escalafón del Departamento del Cauca ascendió al demandante al grado 13 del escalafón docente.

Que el 2 de enero de 2002 solicitó a la Coordinación de Escalafón y Carrera Docente su ascenso al grado 14 por haber cumplido los requisitos de ascenso al grado 14 estipulados en el Decreto 1095 de 11 de abril de 2005, sin que se hubiera expedido el correspondiente acto administrativo que resolviera sobre la petición formulada.

Mediante derecho de petición de fecha 9 de noviembre de 2006 el actor solicitó a la Secretaría de Educación, Cultura y Deporte se expidiera el respectivo acto administrativo mediante el cual se resolviera de fondo la petición de ascenso al grado 14 del escalafón, conforme a la solicitud radicada el 2 de enero de 2002

La Secretaria de Educación, Cultura y Deporte, mediante oficio No. 42965 de 16 de noviembre de 2006 dio respuesta negativa a la referida solicitud.
2.3. Normas violadas y concepto de la violación.

En la demanda se  indicaron como normas violadas, las siguientes:

Constitucionales: artículos 1, 2, 4, 29,53 y 58
Legales: Decreto Ley 2277 de 1979,  art. 84 del C.C.A.
Primer cargo: violación de la condición más beneficiosa para el trabajador 

Afirmó que el ascenso dentro del grado del escalafón docente tiene la calidad de un derecho adquirido cuando los requisitos exigidos se consolidaron con anterioridad a la expedición de la ley 715 de 2001 y el Decreto No. 1095 de 2005, por lo que la normatividad posterior no puede desconocer tales derechos.
Señaló que pretender aplicar de manera retroactiva una norma como lo hace la parte final del parágrafo del art. 2 y el inciso 4 del art. 3 del Decreto 1095 de 2005 viola el debido proceso y el principio del no menoscabo de la condición más beneficiosa.

Segundo cargo: Violación del debido proceso

Refirió que la norma que consagra los requisitos para el ascenso en el escalafón -Decreto 2277 de 1979- fue derogada por la Ley 715 de 2001 solamente en sus artículos 37,61, Título III y las secciones tercera y cuarta, sin que sea viable aplicar el Decreto 1095 de 2005 a situaciones retroactivas que se consolidaron con la anterior normatividad.

Tercer cargo: violación de los derechos adquiridos

Dijo que si el docente había reunido los requisitos de ascenso acorde con el Decreto 2277 de 1979, el solo hecho de que la Ley 715 de 2001 hubiese derogado los artículos relacionados con las juntas de escalafón no implicaba el desconocimiento de los derechos adquiridos.
2.4. Contestación de la demanda

Refiere la entidad demandada que al actor le es aplicable la Ley 715 de 2001 y el Decreto 1095 de 2005, y que a la luz de esta norma el título de especialista en computación para la docencia que acreditó para ascenso al grado 14 ya se le había tenido en cuenta para el ascenso al grado 12, por lo que no podía ser validado para el nuevo ascenso, no cumpliendo así con los requisitos exigidos y, en consecuencia, no podía alegar derechos adquiridos.
Propuso la excepción de caducidad de la acción.

2.5. Recuento procesal

La demanda presentada el 16 de marzo de 2007
 fue admitida por el Juzgado Segundo Administrativo de Popayán por auto de 16 de mayo de 2007
, previa práctica de prueba anticipada
; se fijó en lista entre el 10 y el 24 de julio de 2007
, se corrió traslado de las excepciones
, se decretaron pruebas
 y por auto de 3 de mayo de 2010
 se corrió traslado para alegar de conclusión.

Estando el asunto para estudio y fallo se remitió al Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión, el cual profirió sentencia de primera instancia el 5 de diciembre de 2011
, la que ahora es materia de apelación por  la parte demandante
.

Por auto de 13 de febrero de 2012
 se concedió el recurso de apelación, el cual fue admitido por el Tribunal Administrativo el 7 de mayo de 2013
 y respecto del cual se corrió traslado para alegatos el 4 de septiembre de 2013

2.6. La sentencia apelada

Mediante sentencia de 5 de diciembre de 2011 proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, se declaró de oficio la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda y, en consecuencia, se inhibió para conocer de las pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho.
Indicó el A quo que de las pruebas obrantes en el expediente resulta claro que con anterioridad al derecho de petición del 9 de noviembre de 2006 el accionante ya había realizado en el mes de enero de 2002 solicitud de ascenso al grado 14 en el Escalafón Nacional Docente, la cual había sido resuelta mediante oficios Nos. 22818 de 25 de julio de 2005 y 24462 de 5 de agosto de 2005, en los que se le manifestó que no cumplía con los requisitos contemplados en el Decreto 1095 de 2005, por lo que tales actos debieron ser demandados al contener una manifestación de  voluntad de la administración que negó el derecho reclamado, por la identidad, unidad de contenido y sus efectos jurídicos, sin que se pueda segmentar su legalidad.
Refirió que tal omisión no puede justificarse en el hecho de que la petición que elevara el actor en el año 2006 hubiera generado un nuevo pronunciamiento  de la administración, cuando en el fondo se trata de la misma decisión, la que no varió, así en la última petición se hubiera reclamado la expedición de un acto administrativo, pues las decisiones generadas con anterioridad ya tenían ese carácter, independientemente de su formalidad.
Que como los oficios Nos. 22818 de 25 de julio de 2005 y 24462 de 5 de agosto de 2005 fueron expedidos y notificados con antelación al ejercicio de acción instaurada, su existencia obligaba a integrarlos para reclamar su nulidad, en cumplimiento a lo dispuesto en el art. 138 del C.C.A. y al no hacerlo se configura una ineptitud sustantiva de la demanda que impide resolver de fondo, así eventualmente se le quiera dar el carácter de prestación periódica al derecho reclamado, siendo pasible de demandarse en cualquier tiempo.
2.7. Del recurso de apelación

La parte demandante interpuso recurso de apelación contra el fallo del A quo, con la pretensión de que sea revocado y en su lugar se acceda a las pretensiones de la demanda, con fundamento, en síntesis, en las  siguientes razones:

Dice que los actos que el juzgado considera debieron ser demandados de manera conjunta no pueden catalogarse como actos definitivos, pues se trataba de actos de mero trámite, los cuales no ponían fin a ninguna actuación ni  modificaban de manera definitiva alguna situación de carácter particular y concreto cobijada con presunción de legalidad; por lo que sólo el acto administrativo demandado contenido en el oficio No. 42965 de 16 de noviembre de 2006 sí contenía una respuesta de fondo, sin que además se hubiera expresado en su texto los recursos que procedían contra el mismo, por lo que el demandante no estaba en la obligación de interponer recurso alguno.
2.8.  Alegatos en segunda instancia

2.8.1. Por la demandante

Argumenta el apelante que el único acto administrativo que resolvió  de fondo la solicitud negando el ascenso al grado 14 es el acto demandado, lo que no ocurrió con  los demás actos que eran de mero trámite.
Dice que el ascenso al grado 14 se solicitó por haber reunido los requisitos exigidos en el art. 10 del Decreto Ley 2277 de 1979 y acorde con la sentencia C-300 de 1998 y la sentencia del Consejo de Estado de 20 de mayo de 2003, teniendo el actor un derecho adquirido pues su situación se consolidó antes de la expedición del Decreto 1095 de 2005, norma que fue declarada nula por el Consejo de Estado en sentencia de 30 de junio de 2011.

2.8.2. Por la demandada

En esta oportunidad procesal, no realizó pronunciamiento alguno.
2.9. Concepto del Ministerio Público

La Procuraduría 39 Judicial II Administrativa al rendir concepto de fondo solicitó confirmar la sentencia recurrida, indicando que:

“En tal sentido se encuentra que inicialmente existe una necesidad de integrar los actos que resolvieron en forma concreta el derecho reclamado, esto es por ejemplo el oficio No. 22818 del 25 de julio de 2005 por medio del cual se le informó al señor ALVARO FUENTES que había sido revisada su documentación para el ascenso al grado 14º de fecha de 2 de enero de 2002 para lo cual el argumento de la respuesta fue el no cumplir con los requisitos del Decreto 1095 de Abril 11 de 2005 como lo estipula en su artículo 3º. 
De lo anterior aduce este despacho que si bien el trámite de ascenso en el escalafón nacional docente se presenta una serie de requisitos que buscan la determinación del grado en el cual quedará inscrito, estos no pueden ser considerados separados sino como parte de un todo.
Se entiende que el señor ALVARO FUENTES al presentar la primera solicitud, y al tener también su respuesta de falta de requisitos desfavorable debieron ser actos demandados, puesto que son ellos quienes acreditaran si agoto (sic) la vía gubernativa del derecho en dicha oportunidad (…)”.

III. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

3.1. La competencia

Por la naturaleza del proceso, el lugar donde ocurrieron los hechos y la cuantía, el Tribunal es competente para decidir el asunto en SEGUNDA INSTANCIA, de conformidad con lo establecido por el artículo 133-1 del Código Contencioso Administrativo.

3.2. Lo obrante en el expediente
· Resolución No. 2414 de 22 de julio de 1998
 por medio de la cual la Junta Seccional del Escalafón del Cauca  ascendió al actor al grado 12, al haber acreditado el título de licenciado en Biología y especialista en computación para la docencia – mejoramiento académico-.

· Resolución No. 3572 de 9 de diciembre de 1999
 expedida por la Junta Seccional del Escalafón del Departamento del Cauca, por la cual se ascendió al actor al grado 13 al acreditar el  título de licenciado en Biología y especialista en computación para la docencia.
· Solicitud  presentada por el demandante de ascenso al grado 14 del escalafón docente de fecha 2 de enero de 2002
, indicando ser licenciado en biología y especialista en computación para la docencia.

· Oficio No. 12 de 14 de marzo de 2002
 remitido al actor por el Profesional Universitario de la Secretaría de Educación y Cultura del Municipio de Popayán, por medio del cual se dio respuesta a la referida solicitud de ascenso, en los siguientes términos:
“(…) me permito manifestarle que la solicitud de ASCENSO al Escalafón Nacional Docente, que usted presentó el 2 de enero de 2002, se tramitará conforme a lo establecido en la Ley 715 de 21 de diciembre de 2001 y Decreto 300 de 22 de febrero de 2002, por el cual se reglamenta parcialmente el numeral 6.2.15 del artículo 6º y el numeral 6.2.15 del artículo 7º de la Ley ya mencionada, los documentos entregados reposan en el archivo.”

· Certificado de tiempo de servicios del actor de fecha 14 de agosto de 2003
, en el cual se relaciona como tiempo laborado en el grado 13 del escalafón desde el 7 de junio de 1999 hasta el 7 de junio de 2003, para un período de 4 años y 24 días.

· Constancia de fecha 01 de octubre de 2003
 expedida por la Unidad de Control Interno Disciplinario de la Secretaría Administrativa y Financiera del Departamento del Cauca, en el sentido de señalar que  el demandante no registra procesos disciplinarios ni ha sido sancionado con exclusión del Escalafón Nacional Docente.

· Oficio No. 22818 de 25 de julio de 2005
  suscrito por la Secretaria de Educación, Deporte y Cultura del Municipio de Popayán, por medio del cual se dio respuesta a la solicitud de ascenso al grado 14 presentada por el actor con fecha 2 de enero de 2002, en los siguientes términos:
 “Por medio de la presente me permito informarle que revisada su documentación para ascenso al grado 14 de fecha 2 de enero de 2002, no cumple con los requisitos del Decreto 1095 de Abril 11 de 2005, como lo estipula en su art. 3 inciso segundo.

Usted debe presentar los siguientes documentos para ascender al grado 14º:

    - Título de Licenciado o Profesional Universitario

- Título de Postgrado (diferente al utilizado por mejoramiento académico al  grado 12º)

- 3 años de permanencia en el grado 13º a partir del día 7 de junio de 1999.

La Junta Seccional de Escalafón del Cauca, mediante Resolución No. 2414 del 22 de julio de 1998, le concedió el ascenso al grado 12º por mejoramiento académico por el postgrado de Especialista en Computación para la Docencia otorgado por la Universidad de Nariño, el día 26 de febrero de 1998”. (Se destaca)
· Oficio No. 24462 de 5 de agosto de 2005
 suscrito igualmente por la Secretaria de Educación, Deporte y Cultura del Municipio de Popayán, cuyo contenido es similar al oficio No. 22818 del 25 de julio de 2005, en el que nuevamente le informa al actor que no cumple con los requisitos contemplados en el Decreto 1095 de 2005 para acceder al grado 14 del escalafón docente.

· Oficio No. 42965 de 16 de noviembre de 2006
 suscrito por la Secretaria de Educación, Cultura y Deporte del Municipio de Popayán, en el cual se refiere dar  respuesta al derecho de petición de 9 de noviembre de 2006, en los siguientes términos:
“1) Es Cierto que el señor ÁLVARO RAÚL GUACA FUENTES, ascendió al grado 13 mediante la expedición de la Resolución No. 3572 de 9 de Diciembre de 1999.

2 Es Cierto, conforme al formulario de solicitud de ascenso a grado 14, radicado en la Oficina de Escalafón de la Secretaría de Educación del Cauca, de fecha 2 de enero de 2002, el cual reposa en la carpeta con los demás documentos.

3) Es Cierto, mediante oficio No. 24462 de 5 de agosto de 2005, se da respuesta de fondo a la solicitud antes señalada, mediante el presente oficio se indica los motivos por los cuales la solicitud no puede ser despachada favorablemente. 
4) No es Cierto, toda vez que el fundamento legal para despachar negativamente la solicitud es basada en el Decreto 1095 de 2005 (…)De tal manera que el postgrado de “Especialista en Computación para la Docencia” ya fue utilizado para ascender al grado 12 y mediante Resolución No 2897 de27 de agosto de 1997, se concedió el mejoramiento académico el cual lo utilizó para el citado ascenso.
Queda evidenciado que el docente GUACA debe reunir los requisitos que consagra el Decreto 1095 de 2005, artículo 3, además queda de presente que la expresión de la voluntad de la administración municipal se realiza conforme a lo establecido por la norma sea de manera negativa o positiva pero siempre ajustada a derecho sin ir a violar algún derecho fundamental del docente”.

(…)
3.3. La naturaleza de los actos que debieron demandarse y el asunto debatido
El apelante centra su argumentación en que no debió declararse la excepción de inepta demanda y proferirse fallo inhibitorio, en tanto que los oficios Nos. 22818 de 25 de julio de 2005 y 24462 de 5 de agosto de 2005 son actos de trámite, siendo el oficio No. 42965 de 16 de noviembre de 2006 el único que resolvió  de fondo la solicitud de ascenso al grado 14 presentada por el actor.
En cuanto a la diferenciación que debe darse entre los actos definitivos y de trámite, la Sala observa que el Consejo de Estado en providencia de 2 de febrero de 2012
 los definió en los siguientes términos:

“De conformidad con lo establecido en el artículo 135 del C.C.A., los actos administrativos objeto de control de legalidad por la vía jurisdiccional son aquellos que ponen término a un proceso administrativo. A su turno, el artículo 50 ibídem, definió que son actos definitivos, los que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, y los actos de trámite solo ponen fin a una actuación cuando por su contenido hagan imposible continuarla. 

Sobre el particular, el inciso final del artículo 50 del C.C.A dispone:

“…

Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a la actuación cuando hagan imposible continuarla.

…
En ese contexto normativo, se advierte que únicamente las decisiones de la Administración producto  de la conclusión de un procedimiento administrativo, o los actos de trámite que hacen imposible la continuación de esa actuación, son susceptibles de control de legalidad por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa, de modo tal que los actos de trámite o preparatorios distintos de los antes señalados se encuentran excluidos de dicho control. “

Y, en providencia de 10 de septiembre de 2012
 al tratar el tema de la naturaleza de los actos administrativos, dijo el Máximo Tribunal:

“El acto administrativo es la manifestación de la voluntad de la autoridad, en ejercicio de función administrativa, encaminada a producir efectos jurídicos particulares o generales. El acto particular surge de una actuación administrativa que, conforme con el artículo 4°
 del Decreto 01 de 1984, puede iniciarse a petición de parte: en ejercicio de un derecho de petición en interés particular; por el cumplimiento de una obligación o de un deber legal, o de oficio. Los actos generales suelen culminar actuaciones en ejercicio del derecho de petición en interés general, pero la mayoría de las veces no precisan de eso. 

Según el contenido de la decisión, los actos administrativos pueden ser definitivos o de trámite. Los definitivos son los que ponen fin a una actuación administrativa o deciden de fondo el asunto. Los de trámite, por su parte, no concluyen la actuación administrativa, pero la impulsan hasta llevarla a un acto definitivo. A diferencia de los actos definitivos, los actos de trámite no expresan la voluntad de la administración, pues, simplemente, anteceden la decisión definitiva.
El acto administrativo de trámite puede convertirse en un acto administrativo definitivo, siempre que ponga fin a una actuación administrativa, en los términos del artículo 50 del Decreto 01 de 1984
, es decir, cuando la decisión que, en principio, es de mero trámite impide que continúe la actuación.  Por ejemplo, el acto que ordena el archivo del procedimiento sancionatorio que se sigue contra el contribuyente culmina la actuación, pero no hay un real definitivo. Igual sucede con el archivo de la actuación por abandono.  

La naturaleza del acto administrativo, en especial, el contenido del acto, es fundamental para determinar si puede controlarse jurisdiccionalmente. Sólo los actos administrativos definitivos o que pongan fin a un procedimiento administrativo son susceptibles de demanda ante esta jurisdicción, por medio de las acciones de impugnación. De manera que los actos administrativos de trámite que no ponen fin al proceso se encuentran excluidos de control judicial y, por ende, las irregularidades que los afecten deben discutirse cuando se cuestione judicialmente el acto administrativo definitivo, o en sede administrativa. “
En conclusión,  los actos administrativos objeto de control de legalidad por la vía jurisdiccional son aquellos que ponen término a una actuación  administrativa, al decidir directa o indirectamente el fondo del asunto; en tanto los actos de trámite sólo ponen fin a una actuación cuando por su contenido hagan imposible continuarla, siendo así susceptibles del control de legalidad.

Conforme a lo obrante en el expediente, para la Sala resulta claro que los oficios Nos. 22818 de 25 de julio de 2005 y 24462 de 5 de agosto de 2005 son verdaderos actos definitivos pues contienen una decisión de fondo a la solicitud de ascenso al grado 14 del  escalafón docente -radicada el 2 de enero de 2002-, en tanto le indican al señor ALVARO RAUL GUACA FUENTES que no cumple con los requisitos contenidos en el Decreto 1095 de 11 de abril de 2005 para ascender al mismo.

Así las cosas, teniendo en cuenta que los citados oficios datan del 25 de julio y 5 de agosto de 2005 respectivamente, los cuales quedaron en firme al no presentarse recurso en su contra, para esta Sala de decisión emerge evidente la configuración del fenómeno jurídico de la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que con el derecho de petición presentado por la parte actora a la Secretaría de Educación, Cultura y Deporte el 9 de noviembre de 2006, lo que pretendía era revivir los términos frente a una situación jurídica ya definida con anterioridad mediante actos administrativos, y contra los cuales no se acudió en tiempo  ante la jurisdicción contenciosa administrativa.
Frente la imposibilidad de revivir términos para enjuiciar decisiones en firme, el H. Consejo de Estado, en Sentencia de 23 de noviembre de 2006
, expresó:
“[L]a demandante no acusó oportunamente el acto administrativo que realmente la afectó (Resolución No. 000388 del 7 de marzo de 1994) que goza de presunción de legalidad y que el juzgador no puede dejar sin vigencia pues, se repite, no fue objeto de demanda en tiempo. Por esa razón, puede predicarse respecto de ese acto la caducidad de la acción.

(…)
Para la Sala no existe duda que la demandante al acusar las Resoluciones 2978 del 25 de agosto de 2000 y 002 del 2 de enero de 2001 pretende revivir una discusión sobre una decisión administrativa proferida 6 años antes y que por demás se encuentra en firme.

La actora no controvirtió en vía gubernativa, ni demandó en tiempo el acto que realmente la afectó y por ello las decisiones ahora acusadas no pueden dar lugar a examinar en el fondo decisiones administrativas que han adquirido firmeza.

(…)
No es pues, un problema de formalidad sino un aspecto sustancial en las relaciones del Estado con los ciudadanos, de allí que, en firme las decisiones de la administración, que crean derechos de carácter particular y concreto, no puedan ser revocadas directamente por quien las profirió sin el consentimiento expreso del titular; y que, a su vez, sea obligatorio para el afectado discutir en tiempo la determinación, si no está conforme con ella.”  (Destaca la Sala)

De esta manera, el Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo en reiteradas ocasiones ha dicho que encontrándose en firme los actos administrativos que no fueron recurridos ante la administración, se deduce que el propósito perseguido por el actor no es más que la revocatoria de las decisiones administrativas adoptadas en tiempo anterior, por lo cual no puede reconocérsele fuerza para revivir el término legal que permita ejercer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho
.

Lo expuesto sirve de base para concluir que, efectivamente, lo que la parte demandante pretende en el asunto bajo estudio es traer a discusión actual una situación jurídica que debió plantearse en el año 2005 cuando le resolvieron de fondo la solicitud de ascenso al grado 14 del escalafón nacional docente, por lo que a la fecha de presentación de la demanda – 16 de marzo de 2007
 -, ya se encontraban más que vencidos los 4 meses a que hace reseña el numeral 2º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.

3.4. De la caducidad de la acción

En la jurisprudencia contencioso administrativa, se ha definido la caducidad como el fenómeno jurídico en virtud del cual el administrado pierde la facultad de accionar ante la jurisdicción, por no haber ejercido su derecho dentro del término que señala la ley. 

Se trata de una figura eminentemente objetiva que determina la oportunidad para intentar la acción, sin consideración a circunstancia subjetiva alguna y aún en contra de la voluntad del titular del derecho de acción. El mero paso del tiempo condiciona el ejercicio de ese derecho.

La caducidad en las acciones contencioso administrativas se justifica por la necesidad de “…poner un límite al derecho de los administrados de discutir la legalidad de las actuaciones de la administración o de reclamar su responsabilidad patrimonial, brindando de esta manera la certeza necesaria a sus decisiones y a su situación ante determinado evento litigioso”
.

Para la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, el término de caducidad está previsto en el numeral 2º del artículo 136 del C.C.A., el cual dispone:

“2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses, contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que reconocen prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas de buena fe.”.  

No cabe duda que el legislador está facultado constitucionalmente para establecer un  límite para el ejercicio de las acciones y de los recursos, siempre y cuando aquel resulte razonable. Así lo ha dicho la H. Corte Constitucional cuando reseñó que "… la fijación de términos de caducidad responde como se ha expresado, a la necesidad de otorgar certeza jurídica al accionante y a la comunidad en general, así como para brindarle estabilidad a las situaciones debidamente consolidadas en el tiempo, así como a los actos administrativos no impugnados dentro de las oportunidades legales.".
 

Es claro, entonces, que las partes tienen la carga procesal de impulsar el litigio dentro del plazo fijado por la ley, y de no hacerlo perderán la posibilidad de accionar ante la jurisdicción para hacer efectivos sus derechos. Así lo ha expuesto el Alto Tribunal de lo Contencioso Administrativo en reiteradas ocasiones, como por ejemplo cuando en sentencia del 23 de febrero de 2006, reseñó lo siguiente
:

"[L]a justificación de la aplicación de la figura de la caducidad en las acciones contencioso administrativas, tiene como fundamento evitar la incertidumbre que podría generarse ya sea por la eventual anulación de  un acto administrativo, o el deber que podría recaer sobre el Estado de reparar el patrimonio del particular afectado por una acción u omisión suya. Así, en esta materia, se han establecido plazos breves y perentorios para el ejercicio de estas acciones, transcurridos los cuales el derecho del particular no podrá reclamarse en consideración del interés general. ". 

El fenómeno de la caducidad busca atacar la acción por haber sido impetrada tardíamente, impidiendo el surgimiento del proceso. Por esta razón, la efectividad del derecho sustancial que se pretende con su ejercicio puede verse afectada.

La doctrina ha desarrollado las características propias de esta figura para intentar delimitarla y diferenciarla con la prescripción extintiva de corto plazo. La caducidad, a diferencia de la prescripción, no admite suspensión salvo la excepción consignada con la presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho, consagrada en las Leyes 446 de 1998 y 640 de 2001. 

Es claro entonces, que la caducidad es un fenómeno jurídico taxativo de naturaleza procesal, de orden público, que se presenta en los casos expresamente señalados en la ley, de tal manera que respecto de ella, las partes no pueden variar sus perfiles legales, ni renunciar a ella; tanto así que si el juez la encuentra probada, podrá declararla de oficio, sin que sea óbice el no haberse pronunciado al respecto al momento de admitir la demanda
. 

3.5. El caso concreto

Conforme a lo indicado en precedencia, evidencia la Sala que desde el mismo momento que el actor  conoció el oficio No. 22818 de 25 de julio de 2005 por el cual la Secretaría de Educación Municipal dió respuesta a la solicitud de ascenso al grado 14 del escalafón  docente -petición radicada el 2 de enero de 2002-  ya era conocedor de la posición asumida por la administración en el sentido de que -a su juicio- no cumplía con los requisitos para atender favorablemente la solicitud de ascenso, respuesta negativa que fue reiterada mediante oficio No. 24462 de 5 de agosto de 2005;  por lo que es forzoso concluir que era en ese momento y frente a dichos actos que debió interponer los recursos necesarios en la vía gubernativa y/o la respectiva demanda contencioso administrativa, para atacar la decisión que le negaba el ascenso deprecado.
Siendo la caducidad de la acción un instrumento que salvaguarda la seguridad jurídica y la estabilidad de las relaciones entre individuos, y entre éstos y el Estado, es que se han establecido legalmente términos para racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las situaciones adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial; luego, entonces, dada la especial naturaleza de la figura procesal de la caducidad de la acción, se puede concluir que de no observarse al momento de la admisión de la demanda, pero evidenciada al momento de proferir sentencia, deberá ser declarada sin que haya lugar a limitaciones
.

Así las cosas, la Sala procederá a revocar la sentencia apelada, para en su lugar declarar probada de oficio la excepción de caducidad de la acción.

IV. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto el Tribunal Contencioso Administrativo de Cauca, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO.- REVOCAR la Sentencia de 5 de diciembre de 2011 proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, al tenor de las precisas razones expuestas en la parte considerativa, para en su lugar DECLARAR probada de oficio la EXCEPCIÓN DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN.

SEGUNDO.- DEVOLVER el expediente a su Despacho de origen, previas las anotaciones de rigor.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, Y CÚMPLASE

Se hace constar que el proyecto de esta providencia se discutió y aprobó por la Sala en sesión de la fecha. 

Los Magistrados,

PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE     CARMEN AMPARO PONCE DELGADO
MAGNOLIA CORTES CARDOZO
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� Folios 41 a 50 cuaderno principal
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� Folios 148 a 152 Cuaderno principal


� Folio 31 cuaderno principal


� Folio 32 cuaderno principal


� Folio 27 cuaderno principal


� Folio 26 Cuaderno principal


� Folio 28 cuaderno principal


� Folio 30 cuaderno principal


� Folio 24 cuaderno principal


� Folio 25 cuaderno principal


� Folios 2 y 3  cuaderno principal


� SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCION SEGUNDA-SUBSECCION "B"-Consejera ponente: BERTHA LUCIA RAMIREZ DE PAEZ-Radicación número: 23001-23-31-000-2011-00337-02(2085-11)-Actor: TRINIDAD DE LAS MERCEDES LORA PATERNINA- Demandado: MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO





� SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCION CUARTA-Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS-Radicación número: 11001-03-24-000-2012-00100-00(19600)-Actor: VERONICA BARONE GONZALEZ-Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES


� Artículo 4o. Clases personas que pueden iniciar actuaciones administrativas. Las actuaciones administrativas podrán iniciarse:


1. Por quienes ejerciten el derecho de petición, en interés general.


2. Por quienes ejerciten el derecho de petición, en interés particular.


3. Por quienes obren en cumplimiento de una obligación o deber legal.


4. Por las autoridades, oficiosamente.





� Artículo 50. Recursos en la vía gubernativa.  Por regla general, contra los actos que pongan fin a las actuaciones administrativas procederán los siguientes recursos:





1. El de reposición, ante el mismo funcionario que tomó la decisión, para que la aclare, modifique o revoque.





2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo, con el mismo propósito.


No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Jefes de Departamento Administrativo, Superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas o de las unidades administrativas especiales que tengan personería jurídica.





3. El de queja, cuando se rechace el de apelación.





(…)





Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a una actuación cuando hagan imposible continuarla. (Se resalta).








� Radicado interno del H. Consejo de Estado No. 9794-2005.


� Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – Subsección B, en sentencia de 24 de marzo de 2011, M.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila -Radicación número: 68001-23-15-000-2001-01188-02(1389-10).


� Folio 17 Cuaderno principal


� Consejo de Estado - Auto del 17 de febrero de 2005, expediente 26.905.


� Sentencia C-115 de 1998, M.P. Hernando Herrera Vergara.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección "B", Consejero ponente: Tarsicio Cáceres Toro; Radicación interna de dicha Corporación No: (6871-05), Actor: Marcos Melgarejo Padilla. 


� Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda- Subsección A. Sentencia de 25 de noviembre de 2010- Radicación número: 70001-23-31-000-2000-00932-01(2224-06).


� Ibídem
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